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MODELO DE ALEGACIÓN
A LA ATENCIÓN DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE POLÍTICA Y EDUCATIVA Y EDUCACIÓN PERMANENTE

DEPARTAMENTO DE EDUCACIÓN, UNIVERSIDAD, CULTURA Y DEPORTE
INTERESADO: 
SIN LÍMITES, ASOCIACIÓN ARAGONESA DE ALTAS CAPACIDADES.
Razón Social: Plaza San Francisco 13, of. 11, 50.009 Zaragoza
Asunto: Alegación 01
ALEGACIONES: ORDEN Medidas de intervención necesidades educativas.
	Artículo: 3. Evaluación psicopedagógica.
	Tipo de propuesta

(marcar lo que corresponda)

	Se propone la adición al apartado 7 del artículo 3 del siguiente párrafo:
“No obstante lo anterior, los padres o tutores legales podrán solicitar la realización de evaluación psicopedagógica cuando con carácter previo dispongan de diagnóstico médico, o informe psicológico o psicopedagógico de profesionales colegiados en el que se acredite la existencia de las condiciones y requerimientos descritos en el Anexo II para los diferentes tipos de alumnos con necesidades específicas de apoyo educativo”.
	X
	Adición

	Se propone la supresión del actual texto del apartado 7 de este artículo.
“En ningún caso se realizará evaluación psicopedagógica o revisión a demanda de instituciones externas al Departamento competente en materia educativa”
	X
	Supresión

	Se propone modificar el primer párrafo del apartado 2, para que quede enunciado de la siguiente manera:

“La evaluación psicopedagógica será realizada por el servicio de orientación correspondiente, a petición del director del centro, cuando concurran algunas de las siguientes circunstancias:

. El tutor o el equipo de profesores consideren que las medidas generales que tiene programadas para un alumno en el aula no se ajustan a sus necesidades.

.El alumno, a pesar de tener un buen rendimiento académico, manifiesta muchas dificultades en sus relaciones sociales, conducta o adaptación escolar.

. En el entorno familiar y escolar se manifiesten indicios de que un alumno tiene necesidades educativas específicas.

Contará con la participación del tutor, del conjunto del profesorado que atiende al alumno y la familia. Asimismo, en su caso, se  contará con la información de otros profesionales y servicios”.
Se propone modificar el segundo párrafo del apartado 2, para que quede enunciado de la siguiente manera:
“No obstante lo anterior, se iniciará de forma previa a la aplicación de cualquier medida de carácter general cuando sea evidente la existencia de graves dificultades en el desarrollo, exista una discapacidad que pudiera conllevar actuaciones de carácter específico, o estén reconocidas con carácter previo cualesquiera de las condiciones de altas capacidades intelectuales indicadas en el anexo II de la presente orden, por profesionales externos colegiados del ámbito de la sanidad.
Se propone modificar el apartado 4 en los siguientes términos:

“Tanto el alumno, como sus  padres o tutores legales serán informados  mediante audiencia previa por el tutor y por escrito de la necesidad de realización de la evaluación psicopedagógica. La  evaluación psicopedagógica se iniciaría una vez autorizada por escrito por los padres o tutores legales del alumno.   

	X
	Modificación

	
	
	Observación


	Motivación (citar la base legal o científica que fundamenta la propuesta):

Los apartados que se alegan en el presente artículo tratan de evitar  que esta norma salga viciada y no ajustada a derecho. En efecto, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ya ha declarado no conformes a derecho en resolución de la Sentencia de la Sala de lo Contencioso administrativo de este Tribunal de 23 de noviembre del 2012, relativa al Recurso de Casación 3858/2011 por el que se derogaba LA ORDEN DE 22 DE JULIO DE 2005 DICTADA POR LA CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTES DEL GOBIERNO DE CANARIAS POR LA QUE SE REGULABA LA ATENCIÓN EDUCATIVA AL ALUMNADO CON ALTAS CAPACIDADES INTELECTUALES, al infringir normativa básica, referida, principalmente, a la falta de participación activa de los padres en la educación de los menores, la falta de audiencia a éstos y la falta de previsión de un sistema para incorporar actuaciones de otros profesionales en las evaluaciones que han de realizarse, tal y como se está realizando en el borrador de la presente Orden.

Al respecto, de las cuestiones anteriores, establece esta Sentencia que:

“En cuanto a la falta de participación activa de los padres y de audiencia de los menores, ciertamente, se echa de menos en la regulación de la Orden alguna mención a algún trámite en que se dé participación a los padres, aparte de las meras autorizaciones para hacer exploraciones de los menores o de ejecutar la decisiones adoptadas por los miembros de la Consejería de Educación, antes de llegar a esas decisiones debía oírse la opinión de los padres y, ciertamente, también de los menores, sin que sean vinculantes en modo alguno, pero un mínimo principio de audiencia así lo requiere.   

(…/…)
la falta de audiencia previa de los alumnos implicados y de sus padres o tutores supone una vulneración del derecho de los padres reconocido en la vigente Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (arts. 1 y 2, principios y fines; arts. 71 y 72, y 118), y en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor (arts. 9 y 10); la falta de audiencia previa a los padres y tutores y a los alumnos vicia totalmente el contenido y desarrollo de la orden, los trámites y medidas en ella previstos, sin dicha audiencia previa no pueden estimarse como válidos, lo cual determina la estimación del recurso en términos generales (…)”
Establece la Sentencia del Tribunal Supremo mencionada que otro de los puntos por el que se deroga la Orden Canaria es que no contempla “la aportación y colaboración realizada por profesionales ajenos a la Administración educativa, lo que, como señala la Administración demandada, si se prevé en la Resolución de 21 de diciembre de 2005, pero se echa de menos que ello fuera expresamente incluido en la Orden y que, incluso, pudieran sustituirse actuaciones puntuales de la Administración, si se considera pertinente por la Administración, ya realizadas y correctamente motivadas e informadas por profesionales ajenos a la Administración, evitando la reiteración de actuaciones sobre el menor que ciertamente pueden llegar a ser perjudiciales, pero ello como decisión exclusiva de la organización educativa y en aras a la primacía del interés del menor, (…) se debe justificar la necesidad de realizar nuevas exploraciones si ya consta la existencia de informes técnicos suficientes y motivados. (…) Los informes externos (…) pueden servir para colaborar en la detección de los alumnos con altas capacidades intelectuales y en las medidas más convenientes a adaptar en cada caso, por lo que no se explica la razón de que no se haya dejado en la Orden una vía abierta para que se puedan aportar informes profesionales o valoraciones técnicas adecuadamente realizadas.”

Puesto que la falta de audiencia previa de los alumnos implicados y de sus padres o tutores, el hecho de que se imposibilite su intervención y que no se requiera su autorización para llevar a cabo la evaluación psicopedagógica de los menores supone una vulneración del derecho de los padres reconocido en la vigente (hay que citar a la LOMCE, pero a las derogadas, ¿para qué?) y en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor (arts. 9 y 10), así como en la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales 15/1999 y supone una concreta violación del artículo 154 del Código Civil, redactado conforme al apartado dos de la disposición final primera de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción internacional («B.O.E.» 29 diciembre) y de la Convención de Derechos del Niño:
“Los hijos no emancipados están bajo la potestad de los padres.

La patria potestad se ejercerá siempre en beneficio de los hijos, de acuerdo con su personalidad, y con respeto a su integridad física y psicológica.
Esta potestad comprende los siguientes deberes y facultades:

1.º Velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, educarlos y procurarles una formación integral.
2.º Representarlos y administrar sus bienes.

Si los hijos tuvieren suficiente juicio deberán ser oídos siempre antes de adoptar decisiones que les afecten.

Los padres podrán, en el ejercicio de su potestad, recabar el auxilio de la autoridad.”

Asimismo, en relación a la consideración y vinculación de informes de profesionales externos a la Administración Educativa en materia de diagnóstico e intervención en relación a la precocidad, las altas capacidades intelectuales y la superdotación intelectual, hemos de recordar que el diagnóstico clínico es privativo de las ciencias de la salud y ha de ser vinculante para el sistema educativo, independientemente de su procedencia pública o privada (art. 1, párrafo 2º de la Ley 44/2003 de Ordenación de las Profesiones Sanitarias).  A partir de un diagnóstico, en el caso que nos ocupa, en el que se ha identificado cualquier perfil de alta capacidad intelectual o de superdotación intelectual indicado en el anexo II  de la presente Orden, se ha de realizar una valoración psicopedagógica únicamente para adoptar las medidas educativas pertinentes, necesarias para el paciente y que la legislación prevé.

En definitiva, y pese a que la detección de la existencia de una necesidad educativa específica por alta capacidad intelectual o por superdotación intelectual se puede realizar por los profesionales de la salud (-médicos y psicólogos clínicos – puesto que el origen de esta necesidad educativa es un desarrollo neurológico diferente que se manifiesta en un aprendizaje distinto, más rápido) y de la psicología, tanto públicos como privados, legalmente capacitados para ello, según establece la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de Ordenación de las Profesiones Sanitarias, a través de diagnósticos clínicos o mediante informes, lo cierto es que la administración educativa aragonesa no les está otorgando ningún tipo de validez a la hora de atender a los alumnos que presentan esta necesidad educativa en esta Orden y, por tanto, no vinculan a la administración educativa en las decisiones a adoptar en relación a la educación de estos menores, confiriendo una capacidad legal “exclusiva” a sus funcionarios, miembros de los Equipos de Orientación Escolar. Y ello aun cuando los mismos pueden no ser psicólogos clínicos, médicos psiquiatras o tener formación específica en altas capacidades intelectuales. Hay que señalar que en el temario de las oposiciones a este cuerpo funcionarial solo hay un tema dedicado a la alta capacidad intelectual y que esta materia tampoco forma parte del currículum obligatorio de las Licenciaturas o Grados en Psicología, en Psicopedagogía, en Pedagogía, en Filosofía, o en Magisterio o Graduados sociales y que en nuestra comunidad no existe, ni actualmente se prevé la existencia, de Equipos de Orientación Escolar especializados en altas capacidades intelectuales, salvo que se tenga en cuenta nuestra alegación en la orden relativa a dichos equipos especializados.  

No obstante, no sucede lo mismo en el caso de otras necesidades educativas especiales como puede ser la existencia de una minusvalía física en que la emisión de un diagnóstico clínico por médico facultativo especialista da lugar, sin más, a la adopción de las medidas educativas adecuadas para el menor, o, incluso en el caso del talento deportivo, de los deportistas de alto nivel y alto rendimiento deportivo, - que es otra forma de inteligencia –inteligencia “kinestésica” combinada con uno o varios talentos como el espacial-visual, el lógico o el matemático,…- en que ni siquiera se requiere de la intervención de los Equipos de Orientación Escolar para determinar la existencia de esta necesidad sino que se deja en manos de los Centros de Medicina del Deporte, quienes no dejan de ser personal cualificado externo a la administración educativa, lo que no deja de ser una forma de discriminación objetiva frente al alto rendimiento intelectual. 

Existen numerosas Sentencias Judiciales en el sentido de que la Administración Educativa debe admitir la validez y complementariedad de los informes clínicos públicos o privados externos a ésta, en orden a la identificación de los diferentes perfiles de alta capacidad intelectual y que indican que, de existir estos informes realizados por profesional legalmente cualificado para ello, adecuadamente informados y motivados NO DEBEN REALIZARSE MÁS PRUEBAS PSICOLÓGICAS AL MENOR para el mismo fin, sino sólo recopilar la información psicopedagógica necesaria para exclusivamente establecer las medidas pedagógicas más adecuadas para el mismo.  En este sentido se pronuncian Sentencias como las emitidas por el Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Sentencia nº 166/2001 de 9 de febrero y la Sentencia de 9 de junio del 2011 o las del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª, Sentencia de 4 de junio del 2008 (RJ/2008/6106), la Sentencia Tribunal Supremo de 28 de febrero del 2007 y especial interés tiene la Sentencia del Tribunal Supremo de 12/11/2012, nº 3858/2011.

El propio Ministerio de Educación Español, en la Guía ALUMNOS PRECOCES, SUPERDOTADOS Y DE ALTAS CAPACIDADES, realizado por Benito López Andrade en el año 2000, que se puede consultar en la web del MEC, reconoce el hecho de la falta de formación de la comunidad educativa en cuanto a lo que son las altas capacidades intelectuales y la superdotación intelectual, estableciendo que la identificación y evaluación diagnóstica, no solo se pueden llevar a cabo por los Equipos de Orientación Escolar, sino por profesionales especialistas en la materia externos a la comunidad educativa, tal como se está aplicando en otras Comunidades Autónomas.
Es más, en lo que respecta a las pruebas de inteligencia estandarizadas que existen en el mercado (test diagnósticos psicológicos de tipo psicométrico) como pudiera ser el WISC-IV, el K-BIT o el BAS-II, en las normas deontológicas de sus fabricantes o en el apartado de instrucciones para su utilización, aparece reseñado que dichas pruebas sólo podrán ser utilizadas por personal profesional cualificado competente (psicólogos clínicos y psiquiatras), con experiencia profesional en diagnóstico clínico, lo que excluye expresamente a un buen número de funcionarios de los cuerpos de profesores de secundaria con especialización de orientación escolar del Estado Español.  Una vez más resultaría absurdo rechazar las conclusiones de informes de especialistas acreditados, para realizar las mismas pruebas por personal no autorizado para utilizarlas.

Estas situaciones han sido evitadas en la Resolución ENS/1543/2013 del Departamento de Educación de la Generalidad de Cataluña, a la cual remitimos para que se tenga en cuenta las alegaciones realizadas en el presente artículo.



El artículo 3. Evaluación Psicopedagógica quedaría como sigue, con las alegaciones propuestas.

1. La evaluación psicopedagógica es el proceso técnico educativo de recogida, análisis y valoración de la información relevante que incide en el proceso de enseñanza-aprendizaje, con el objetivo de identificar la necesidad de aplicación de medidas específicas de intervención educativa y proporcionar una respuesta adecuada a la misma.

2. La evaluación psicopedagógica será realizada por el servicio de orientación correspondiente, a petición del director del centro, cuando concurran algunas de las siguientes circunstancias:

. El tutor o el equipo de profesores consideren que las medidas generales que tiene programadas para un alumno en el aula no se ajustan a sus necesidades.

.El alumno, a pesar de tener un buen rendimiento académico, manifiesta muchas dificultades en sus relaciones sociales, conducta o adaptación escolar.

. En el entorno familiar y escolar se manifiesten indicios de que un alumno tiene necesidades educativas específicas.

. Los padres lo soliciten a efectos de presentarse a una convocatoria de ayuda que establezca el reconocimiento de las necesidades educativas específicas entre sus requisitos.

Contará con la participación del tutor, del conjunto del profesorado que atiende al alumno y la familia. Asimismo, en su caso, se  contará con la información de otros profesionales y servicios.

No obstante lo anterior, se iniciará de forma previa a la aplicación de cualquier medida de carácter general cuando sea evidente la existencia de graves dificultades en el desarrollo, exista una discapacidad que pudiera conllevar actuaciones de carácter específico, o estén reconocidas en el alumno con carácter previo cualesquiera de las condiciones indicadas en el anexo II de la presente orden, por profesionales externos colegiados del ámbito de la sanidad.
3. En el proceso de evaluación psicopedagógica se utilizarán aquellos procedimientos e instrumentos que permitan, para cada caso concreto, obtener, de la forma más eficaz y eficiente posible, la información relevante para el aprendizaje y el desarrollo del alumnado. Los aspectos a valorar podrán hacer referencia a características del funcionamiento personal, historia educativa y escolar, competencia curricular y estilo de aprendizaje, características del contexto escolar y características del contexto sociofamiliar.

4. Tanto el alumno, como sus  padres o tutores legales serán informados  mediante audiencia previa por el tutor y por escrito de la necesidad de realización de la evaluación psicopedagógica. La  evaluación psicopedagógica se iniciaría una vez autorizada por escrito por los padres o tutores legales del alumno.   
5. Los padres o tutores legales de niños o niñas con graves dificultades en el desarrollo o con discapacidad, que vayan a iniciar su escolarización en el segundo ciclo de la educación infantil y no estén escolarizados en un centro público dependiente del Departamento competente en materia educativa, solicitarán al Servicio Provincial la realización de la evaluación psicopedagógica.

6. Si en el proceso de la evaluación psicopedagógica se sospecha de la existencia de un trastorno o discapacidad que requiera la intervención de servicios no educativos, se hará derivación a los mismos a través de la familia del alumno, a través del modelo incluido en el Anexo I.

7. Instituciones públicas externas al Departamento de Educación podrán demandar evaluación psicopedagógica o su revisión, siendo considerados como válidos, a efectos internos de la consejería de Educación, los informes emitidos por profesionales acreditados.

